En sesión celebrada el día 9 de junio de 2008, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:


1.º Admitir a trámite la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a que en materia de servicios sociales efectúe los desarrollos y ajustes normativos al objeto de preservar la cotitularidad de los bienes patrimoniales y recursos económicos de los matrimonios, presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra. 


2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.


3.º Acordar su tramitación ante el Pleno y disponer que el plazo de presentación de enmiendas finalizará a las doce horas del día anterior al del comienzo de la sesión en que haya de debatirse.


Pamplona, 9 de junio de 2008


La Presidenta: Elena Torres Miranda


TEXTO DE LA MOCIÓN


El Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra, al amparo de lo establecido en el Reglamento de la Cámara en sus artículos 195, 196 y 197, presenta para su debate y aprobación por el Pleno del Parlamento de Navarra la siguiente moción, por la que se insta al Gobierno de Navarra a que, en desarrollo y aplicación de la legislación vigente en materia de servicios sociales, efectúe los desarrollos y ajustes normativos precisos, al objeto de preservar, en justa correspondencia, la cotitularidad de los bienes patrimoniales o de cualquier otro tipo y recursos económicos de los matrimonios, en los supuestos de que el régimen económico del matrimonio sea de gananciales o conquistas, cuando una de las partes esté en un centro residencial y, por exigencia normativa, tenga formalizado un reconocimiento de deuda y la otra parte siga residiendo en su domicilio habitual y dependiendo de sus propios medios patrimoniales o pecuniarios.


Exposición de motivos


El Gobierno de Navarra, en desarrollo de la Ley Foral 15/2006, de 14 de diciembre, de Servicios Sociales, y, así mismo, teniendo en cuenta la aplicación práctica en Navarra de la Ley 39/2006, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, ha aprobado la Cartera de Servicios Sociales de Ámbito General, como el instrumento mediante el que se establecen las prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales, la cual entrará en vigor en las próximas semanas.


Los servicios, garantizados o no, contemplados en la Cartera de Servicios Sociales, referidos a centros residenciales, sociosanitarios o no, tienen todos ellos establecidos, como un requisito concreto, el sistema de copago; es decir, el pago por el usuario o usuaria de una parte o de la totalidad, en función de su patrimonio y/o ingresos, de los costes del servicio que utiliza.


Así mismo, el Departamento de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte tiene previsto, según informó la titular del Departamento en sede parlamentaria, desarrollar determinadas iniciativas relacionadas con la materia, tales como el Plan Estratégico, el Plan de Calidad, el II Plan Gerontológico o el desarrollo normativo del sistema, baremo y cuantías del copago, referido a las prestaciones contempladas como tal en la citada Cartera de Servicios Sociales.


Las exigencias que hasta la fecha, y de no regularse lo contrario así seguirán, vienen siendo criterio del sistema es que las personas que perciban determinados servicios asistenciales, específicamente los servicios en los centros, más singularmente los centros o residencias sociosanitarias, y no se sufrague la totalidad del coste, mediante el sistema del copago, por el usuario/a, deben tener formalizado un acuerdo conocido como reconocimiento de deuda, al objeto de que la administración pública pueda resarcirse de la parte que ella y no el usuario/a haya sufragado, del conjunto del coste de la atención prestada, con cargo a los bienes de la persona atendida.


Hasta ahora, ha venido regulándose el reconocimiento de deuda siguiendo, entre otros, los siguientes criterios y consideraciones normativas:


“Las personas obligadas al pago de los servicios prestados de forma permanente y continuada en centros residenciales, que, por carecer de ingresos suficientes, no puedan abonar íntegramente los precios individualizados deberán suscribir un documento de reconocimiento de deuda por la diferencia existente entre la tarifa y lo efectivamente satisfecho.


El compromiso de reconocimiento de deuda deberá formalizarse con carácter previo al ingreso, entendiéndose, en caso de negativa, que se renuncia a este último.


Corresponderá suscribir el documento de reconocimiento de deuda a la persona usuaria del servicio o, en su caso, a su representante legal, con los bienes que legalmente correspondan al usuario.


El compromiso de reconocimiento de deuda implicará la asunción de la obligación de no enajenar los bienes del usuario ni renunciar a derechos de índole económica o patrimonial en tanto la deuda no sea saldada, determinando su incumplimiento la exigencia de la cantidad total pendiente de pago.


El cobro de la deuda, sin perjuicio de lo prevenido en el párrafo anterior, se hará efectivo, por regla general, cuando se dejen de prestar los servicios, salvo que, atendidas las circunstancias del caso, se determine su exigencia en un momento anterior o posterior a dicho evento”.


Pero puede darse el supuesto, de hecho se da en bastantes ocasiones, de que uno de los cónyuges esté en un centro o residencia sociosanitaria y el otro u otra cónyuge y/o sus descendientes no. Ante esta posibilidad, debería ser razonable que, en todo caso, el reconocimiento de deuda solo pudiera afectar, como máximo, al 50% del total los bienes patrimoniales o de cualquier otro tipo y recursos económicos del matrimonio, en el supuesto de que el régimen económico de dicho matrimonio sea de gananciales o conquistas; garantizando, con ello, la pervivencia y subsistencia viable del otro u otra cónyuge y sus descendientes que, en este caso, no están en un centro o residencia sociosanitaria.


Entiende este Grupo Parlamentario que en estas situaciones el ciudadano o ciudadana navarra, tal y como se puede aplicar, hasta la fecha, dicha normativa de reconocimiento de deuda, aunque no se haga en todos los casos, pone en serio riesgo la pervivencia futura de la otra parte del matrimonio, así como, de sus descendientes convivientes y, en consecuencia, esta otra parte debe tener y mantener los mismos derechos y posibilidades.


Además de ello y de forma singular, le preocupa a este Grupo Parlamentario la no regulación, situación esta de mayor indefensión, o la regulación poco concreta del sistema y reglas del reconocimiento de deuda, cuando este pueda ser aplicado no directamente por las propias administraciones públicas, sino por entidades privadas, con y sin ánimo de lucro, cuando gestionen centros o residencias sociosanitaria libremente; esto es, de forma no concertada con la Comunidad Foral.


Es por todo ello, por lo que el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra, presenta para su debate y votación por el Pleno de la Cámara la siguiente moción:


El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a que, en desarrollo y aplicación de la legislación vigente en materia de servicios sociales, efectúe los desarrollos y ajustes normativos precisos, al objeto de preservar, en justa correspondencia, la cotitularidad de los bienes patrimoniales o de cualquier otro tipo y recursos económicos de los matrimonios, en los supuestos de que el régimen económico del matrimonio sea de gananciales o conquistas, cuando una de las partes esté en un centro residencial y, por exigencia normativa, tenga formalizado un reconocimiento de deuda y la otra parte siga residiendo en su domicilio habitual y dependiendo de sus propios medios patrimoniales o pecuniarios.


Pamplona, 2 de junio de 2008


El Portavoz: Roberto Jiménez AIIi


